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Apunte sobre las Mancomunidades de interés general, Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León y Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León, modificada por la primera. Autor. Francisco Sánchez Moretón, Secretario-Interventor del Servicio Jurídico de Asistencia a Municipios de la Diputación Provincial de Salamanca. 


1. Introducción. En el Boletín Oficial de Castilla y León (BOCyL) número 189 se publica la Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León (LOSCyL). La entrada en vigor de esta Ley, según su Disposición final decimoprimera, se ha producido a los veinte días de su publicación en el BOCyL.


Modifica esta norma diversas leyes para adaptarlas a su contenido; entre ellas se encuentra la que ahora vamos a tratar, Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León (LRLCyL). En concreto, introduce cambios en el articulado de las siguientes materias reguladas por esta Ley: mancomunidades de interés general; Entidades Locales Menores; régimen del concejo abierto; relaciones entre la Comunidad de Castilla y León, Diputaciones y Ayuntamientos; y, por último, el Consejo de Cooperación Local.

Además, en las materias indicadas, complementa y desarrolla lo indicado en la LRCyL, con las modificaciones introducidas. En particular lo hace, dedicándoles un Título, el IV y Disposiciones adicionales novena y décima a las mancomunidades de interés general
 (figura a través de la cual, según su Exposición de Motivos, se “pretende hacer más eficaz y eficiente la gestión de las competencias municipales”), y el V a la fusión de municipios. En cuanto a las relaciones entre la Comunidad de Castilla y León y Entidades Locales, la Ley dedicará el Capítulo III del Título III; y, por último, en relación con las Entidades Locales Menores, lo hará en la Disposición final octava.   


Dada la importancia que esta Ley otorga a la figura de las mancomunidades de interés general y lo novedoso de su contenido nos limitaremos en este momento a examinar esta figura, centrándonos en las de carácter rural, teniendo en cuenta los destinatarios de este trabajo, dejando para otra ocasión el estudio del resto de las materias de la LRLCyL modificadas por la LOSCyL, tal como hemos relatado.


Con este trabajo sumario solo se pretende, en el ámbito examinado, dada la recientísima entrada en vigor y falta de desarrollo reglamentario de la LOSCyL, poner de manifiesto de manera ordenada su contenido, intentando hacer inteligible en lo posible el mismo. Remitiéndonos para una mayor profundidad en su estudio a trabajos posteriores que, sin duda, habrán de elaborarse.       


2. Las mancomunidades de interés general.


2.1 Modificación por la Disposición final 3. de la LOSTCyL del artículo 32 de la LRLCyL que las contempla.


► Podrán conceptuarse como aquellas cuyo ámbito territorial concuerde sustancialmente con espacios de ordenación territorial para la prestación de servicios estatales, autonómicos o provinciales y sean declaradas como tales.


► Las principales modificaciones que se introducen en este artículo serán resumidamente las siguientes:

· En estos espacios (se refiere a los de ordenación territorial) también podrán crearse nuevas mancomunidades de interés general. Con ello, creemos que se está refiriendo a la posibilidad, que veremos, de que tales mancomunidades se creen, no solo por coincidir sustancialmente con estos espacios, sino también “ex novo”  por supresión o fusión de las antiguas

· Ahora, tanto el régimen jurídico de las mancomunidades que se califiquen de interés general como los beneficios derivados de tal declaración deberán establecerse por Ley de las Cortes de Castilla y León; antes solo se precisaba reglamento. Será, como veremos, la propia LOSTCyL, quien determine este régimen y beneficios.

· Por lo que respecta a las competencias y funciones de este tipo de mancomunidades se establecerán reglamentariamente. No obstante, en el ámbito rural (para el caso de las mancomunidades de interés general rurales que veremos) se establece por Ley la importante obligación (necesaria de todo punto para racionalizar de manera homogénea su régimen) de que su cartera de servicios sea común y homogénea.   

· Las líneas preferentes de financiación de estas mancomunidades, ahora se diferencian en dos, la primera, de carácter específico, en la cooperación económica general a establecer con carácter obligatorio por la Consejería competente en Administración Local; la segunda, sin este carácter, dentro de la cooperación económica sectorial de la Junta de Castilla y León, que podrá fijar prioridades para estas mancomunidades.

· Se mantiene en los mismos términos la posibilidad de que las mancomunidades de interés general puedan solicitar, previo acuerdo de los Ayuntamientos que las integran, su institucionalización como comarcas, previos los trámites y formalismo correspondiente que a continuación se indican en esta Ley. En este momento solo se incide en que este cambio institucional no conlleva necesariamente (luego puede hacerlo) la creación de nuevas estructuras administrativas.   

· Con referencia a la composición de los órganos de gobierno de estas mancomunidades, deberá respetarse (previamente se hablaba de reproducir) la representatividad de los grupos políticos (antes resultados obtenidos sin indicarse por quien) en los municipios mancomunados (conjunto de ellos, como se entendía antes de la modificación). En el ámbito rural, sin embargo, la representatividad obtenida lo será por los principales grupos políticos de cada municipio mancomunado (pero que al final, en nuestra opinión, deberá totalizarse para los municipios mancomunados).   


2.2 Modificación por la Disposición final 3 de la LOSTCyL de los artículos 36.2 y 37 de la LRLCyL. 


- La modificación que se introduce en el apartado 2 del artículo 36 de la LOREG hace referencia al procedimiento de creación de las mancomunidades en general, y, por tanto, también al de las de interés general. Continúa siendo preciso, una vez adoptados por los Ayuntamientos que se asocian los acuerdos aprobatorios de la mancomunidad, remitir por el Presidente de la Comisión Promotora una copia del expediente y de los estatutos de la mancomunidad al BOCyL  para su publicación. Sin embargo, ahora no será éste el momento en que se haga efectiva su constitución; para que se produzca, será preciso que, constituidos los órganos de gobierno de la mancomunidad, su Presidente solicite la inscripción en el Registro de Entidades Locales, lo que deberá llevar a cabo en un plazo no superior a un mes.  


- Por su parte, al artículo 37 de la LRLCyL se le añade un apartado 2, pasando el párrafo actual a numerarse como 1. Indica este párrafo de nueva incorporación respecto a las mancomunidades, que la Ley que establezca el régimen jurídico de las de interés general podrá determinar reglas especiales para su modificación, la de sus estatutos y supresión, incluida su fusión, cuando la finalidad, en todos estos casos, sea su declaración de interés general. La LOSTCyL, según examinaremos, fija estas reglas.         


2.3 Las Mancomunidades de Interés General.


2.3.1 Régimen general (Capítulo I del Título IV de  la LOSTCyL).


Régimen Jurídico de las mancomunidades de interés general (artículo 32 de la LOSTCyL).


Será el establecido en sus estatutos que deberán respetar toda la siguiente normativa:

· Previsiones generales contempladas para las mancomunidades en los artículos 29 a 41, Capítulos I, II y III del Título VI de la LRLCyL.

· Especialidades del artículo 32 de la LRLCyL,

· Previsiones, para esta modalidad de mancomunidades de los artículos 32 a 36 de la LOSTCyL y sus normas de desarrollo.


En cuanto a su naturaleza y carácter
, tendrán la condición de entidades locales de base asociativa y carácter voluntario, con personalidad jurídica propia y capacidad de obrar plena e independiente de los municipios que la integran, para el cumplimiento de sus fines específicos (obras y servicios determinados de su competencia). No podrá extenderse el ámbito de su actuación a todas las competencias de alguno o algunos de los ayuntamientos integrantes. Las competencias de los municipios no incluidas en los estatutos de la mancomunidad de interés general serán ejercidas por estos municipios
.


Y pueden ser de dos clases:
· Rurales.

· Urbanas
.


Declaración y perdida de la calificación de mancomunidad de interés general (artículos 33,34 y 35 de la LOSCyL)

a) Declaración.


- Se efectuará mediante orden de la consejería compete en materia de administración local adoptada previa acreditación de los requisitos previstos en la LOSCyL, conteniendo los siguientes extremos:

· Denominación de la mancomunidad.

· Los municipios que voluntariamente la integran.

· Sus estatutos por los que se regirá.


- Se publicará en el BOCyL e inscribirá en el Registro de Entidades Locales, de acuerdo con lo dispuesto en la LRLCyL.


- Surtirá efectos solo respecto a los municipios (integrantes de mancomunidades anteriores que se modifiquen o disuelvan, como tendremos ocasión de ver) que adopten el acuerdo de asociación.

b) Perdida de la calificación.


- Supuestos que la causan: 

· Cambio en las circunstancias sobre el cumplimiento de los requisitos que sirvieron para su declaración como de interés general.

· Existencia de incumplimiento grave de las obligaciones que correspondan a la mancomunidad de interés general. 

· Procedimiento:


Se acordará por orden de la consejería competente en materia de administración local, previa audiencia a la mancomunidad afectada en el plazo de un mes; deberá tener en cuenta y valorar, en su caso, la voluntariedad/ reincidencia en el  cumplimiento/ incumplimiento de las obligaciones; notificarse  a la mancomunidad interesada en el plazo de diez días desde su adopción; publicarse en el BOCyL; y, por último, inscribirse a iniciativa de la propia consejería en el Registro de Entidades Locales.


Órganos de gobierno de las mancomunidades de interés general (artículo 36 LOSCyL). 


En los estatutos de las mancomunidades de interés general deberán contenerse los siguientes órganos de gobierno
:

· Asamblea de Concejales. Representantes electos de cada uno de los municipios de la mancomunidad de interés general elegidos por éstos. 

· Consejo Directivo. Miembros determinados de la Asamblea de Concejales elegidos por ésta. Su composición deberá reproducir la representatividad de dicha Asamblea.

· Presidente. Elegido por y entre los miembros de la Asamblea de Concejales.


2.3.2 Las Mancomunidades de Interés General Rurales (Capítulo II). 


Naturaleza y requisitos  (artículo 37 de la LOSTCyL)


Será aquella mancomunidad surgida
 de la asociación voluntaria entre municipios con población inferior a 20.000 habitantes que, cumpliendo los requisitos previstos en la LOSCyL, y previo procedimiento comprobatorio al efecto sea declarada como tal por Orden de la Consejería competente en materia de régimen local
. 


Los requisitos para su constitución que han de tener las mancomunidades de interés rural serán:

· Su ámbito territorial deberá coincidir sustancialmente con la unidad básica de ordenación y servicios del territorio rural (UBOR)
. Excepcionalmente, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición adicional octava de la LOSTCyL, los municipios que pertenezcan al ámbito de una UBOR que circunvale en todo o parte un municipio mayor de 20.000 habitantes podrán asociarse a la mancomunidad de interés general rural colindante con el municipio respectivo. También podrá coincidir el ámbito de estas mancomunidades con varias UBOR siempre que exista continuidad geográfica entre ellas y no superen las cinco unidades.  

· Cada municipio solo podrá pertenecer a una de ellas.

· Sus estatutos podrán permitir que sus órganos de gobierno tengan una sede rotatoria.

· Deberán contener estos estatutos necesariamente la cartera común y homogénea de materias, competencias y funciones propias de las mancomunidades de interés general rurales.

· Podrán solicitar su institucionalización como comarcas
.

· Por último, las comunidades de Villa y Tierra etc. podrán tener consideración de mancomunidades de interés general rurales, siempre que cumplan los requisitos contenidos en la LOSTCyL.


Constitución (creación) de las mismas (artículo 38 de la LOSCyL).


La constitución o creación “ex novo” de las mancomunidades de interés general deberá seguir el procedimiento establecido para las mancomunidades en la LRLCyL (Capítulo II del Título VI), con las especialidades establecidas en el precepto que comentamos:

· En cuanto a la iniciativa. Los municipios que la asumen deberán ser todos o algunos de los integrados en una UBOR o en varias completas; en este último caso habrán de manifiestarse favorablemente a la asociación, como mínimo y alternativamente: a) La mayoría de los ayuntamientos que aglutinen el 50% de la población global de los municipios integrados en la UBOR o en varias completas; b) Los ayuntamientos que (sin necesidad de ser mayoría) reúnan el 70% de la población global de los municipios integrados en la UBOR o en varias completas.

· En cuanto a los informes que deben figurar en el expediente. Ahora, además del de la Diputación/ ones Provincial/ es interesada/ as, que se atribuye al Pleno de la/ as misma/ as, deberá recabarse el de la Delegación /ones Territorial/ es de la Junta de Castilla y León afectadas. Ello es lógico, pues es a la Consejería en el caso de esta clase de Mancomunidades  a la que corresponde, como sabemos, aprobar su declaración de interés general
. 

· En cuanto a la remisión del expediente a la Consejería competente en materia de administración local. Que, una vez adoptado por los ayuntamientos que se mancomunan el acuerdo de aprobación de los estatutos, deberá hacerse en el plazo de nueve meses contados desde el momento de la iniciativa
.

Modificación, supresión o fusión de mancomunidades para constituir mancomunidades de interés general rurales (artículo 39 de la LOSCyL).


En este caso nos encontramos con la situación de mancomunidades existentes que pretenden convertirse en mancomunidad/ es de interés general. 

            Podrán hacerlo de la siguiente manera:

· En el supuesto de que su ámbito territorial (de una única mancomunidad) coincida sustancialmente con una UBOR o varias completas, mediante su modificación y la de sus estatutos. El procedimiento a seguir para ello será el previsto para la modificación de mancomunidades en los artículos 37 y 38
 de la LRLCyL, con las especialidades introducidas por el artículo 38 de la LOSCyL. 

· Cuando su ámbito territorial (de una o varias de ellas) no coincida sustancialmente con una UBOR o varias completas, mediante su supresión y simultánea creación (entre todas) de una o varias mancomunidades de interés general. El procedimiento a seguir para la supresión
 será el previsto en el 40.2 y 41 de la LRLCyL, con las especialidades introducidas por el artículo 38 de la LOSCyL. 

· Cuando su ámbito territorial (de una o varias de ellas) coincida sustancialmente con una UBOR o varias completas, mediante su fusión. El procedimiento a seguir será el previsto para la constitución de mancomunidades previsto en el artículo 38 de la LOSCyL, y artículos de la LRLCyL a los que remite. La efectiva constitución de la mancomunidad de interés general rural conllevará la supresión de las mancomunidades fusionadas, a las que sucederá en su personalidad jurídica.  


▪ Los anteriores procedimientos, que, cuando proceda, podrán tramitarse paralelamente, tendrán un plazo de caducidad de nueve meses
.


▪ A los mismos (dado que nos encontramos ante variaciones que se producen en relación con mancomunidades de existencia previa) habrá de aportarse en todo caso:


- Certificación emitida por la Secretaría de cada mancomunidad, sobre:

· Sus bienes y derechos.

· Su plantilla y relación de puestos de trabajo.

· Sus competencias y funciones desarrolladas.


- Informe de Intervención de cada mancomunidad, sobre:

· El estado de cuentas 

· Derechos y obligaciones en vigor por cada materia, competencia y función

· Transferencias para gastos corrientes e inversiones por cada materia, competencia o función.


Por último, las mancomunidades a suprimir, en todo caso deberán continuar prestando los servicios públicos que tuvieran encomendados hasta que pasen a ser prestados efectivamente por la nueva mancomunidad de interés general
. 


Reglas de adopción de acuerdos (artículo 40 de la LOSCyL).


Las normas relativas al sistema de elección de los órganos de gobierno de las mancomunidades de interés general, así como la forma de designación y cese de sus miembros-integrantes podrán contenerse en sus estatutos.


En caso contrario, con carácter supletorio, nos encontramos que:


- En relación con el sistema y forma de elección de la Asamblea de Concejales por cada municipio. 


Participarán dos representantes designados por el Pleno.

· El primero, a propuesta del grupo político
 que ostente la Alcaldía.

· El segundo, a propuesta del grupo político en la oposición que haya obtenido mayor número de votos en las últimas elecciones locales o, de no existir éste, del grupo político que ostente la alcaldía.    


- En relación con el sistema y forma de elección del Consejo Directivo por la Asamblea de Concejales.


Se elegirán un número de representantes propuestos por cada grupo político en proporción al porcentaje de representación que cada uno de ellos tenga en la Asamblea de Concejales
.


- En relación con el sistema y forma de elección del Presidente. 

 Se atribuirán tres votos por cada municipio asociado. De ellos corresponderán dos votos al primer representante municipal (el del grupo político que ostente la alcaldía) y un voto al segundo (grupo político de la oposición/ alcaldía).


En cuanto a la forma de adopción del resto de acuerdos en la Asamblea de Concejales,
 será preciso establecer en los estatutos una ponderación de los votos que asigne un valor al emitido por cada uno de los municipios en función de la variable/ es que puedan estipularse en éstos. 


En defecto de previsión estatutaria de ponderación del voto, se aplicará como única variante la población, resultando los votos por municipio y representante los siguientes:

	Población municipio
	Votos
	Corresponde 1er representante 
	Corresponde 2do representante

	De 1 a 250 habitantes 
	3
	dos votos 
	un voto 

	De 251 a 1.000 habitantes
	6
	cuatro votos
	dos votos

	De 1.001 a 5.000 habitantes
	9
	seis votos
	tres votos

	De 5.001 a 20.000 habitantes
	12
	ocho votos
	cuatro votos



 Por lo que respecta al Consejo Directivo, el sistema de ponderación del voto para la adopción de sus acuerdos podrá igualmente determinarse en los estatutos. De no ser así, se atribuirá un voto a cada representante.  


Finalmente decir, que solo participarán en la votación los municipios que hayan asignado, por ser titulares de ella,
 a la mancomunidad la competencia o función en relación con la que se adopte el acuerdo correspondiente.  


Competencias y funciones (artículo 41 de la LOSTCyL)


Se parte de la importante obligación que ahora tienen las mancomunidades de interés general rurales
 de incluir, en todo caso, en sus estatutos una cartera común y homogénea de competencias y funciones de entre las materias previstas en la normativa de régimen local
.


Difiriéndose a un posterior y necesario desarrollo reglamentario el régimen jurídico de estas competencias; indicándose, no obstante, que las mismas:  


- Se concretarán para su asignación a la mancomunidad, por cada uno de los municipios asociados, en función del tramo de población al que pertenezcan.


- Se indicarán: 

· Las que deban ejercerse desde el momento de su declaración (como de interés general), y los plazos en los que deberán ejercerse el resto, previa audiencia a las Diputaciones Provinciales.

· Las que se ejerzan a través de consorcios provinciales de servicios generales (que después veremos).

· Las que, siendo de titularidad de los municipios de más de 5.000 habitantes, se puedan asignar a la mancomunidad de interés general por ser de mutuo interés para ambas partes.


Y se concluye con la prohibición dirigida a los ayuntamientos asociados de realizar actividad administrativa que directa o indirectamente suponga el ejercicio de las competencias mancomunadas. Parece lógica la introducción de esta cláusula de salvaguarda puesto que previa y voluntariamente estas mismas competencias y funciones se asignaron por los municipios a estas mancomunidades.    


2.3.3 Personal y Régimen Económico Financiero (Capítulo V)     


2.3.3.1 Personal. 


Planificación y gestión del personal (artículo 52 de la LOSCyL)

       Principios de actuación a conseguir en relación con la planificación y gestión del personal de las mancomunidades de interés general: 


· La eficacia en la prestación de los servicios

· La eficiencia en la utilización de los recursos humanos disponibles, mediante una correcta dimensión de éstos, su mejor distribución y movilidad.

· El respeto a los derechos adquiridos del personal: procedente de los municipios asociados, de las mancomunidades que se fusionen o supriman para constituir otra de interés general, etc.  

· Estricto cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y suficiencia financiera, respetando la masa salarial que anualmente pueda prever la legislación correspondiente para las administraciones públicas
. Igualmente, deberán cumplirse los requisitos que en materia de personal exige que figuren en el expediente para la declaración de mancomunidad de interés general el artículo 33.2 de la LOSTCyL. 


Régimen del personal al servicio de las mancomunidades de interés general (artículo 53 de la LOSCyL).

    
El personal al servicio de las mancomunidades de interés general para el cumplimiento de sus fines: 

· Se regirá, con carácter general, por la normativa de personal al servicio de la Administración Local estatal y autonómica; y, con carácter específico, por lo dispuesto en la LOSCyL, en sus estatutos y, en su caso, en sus reglamentos orgánicos.

· Prestará sus servicios en el territorio de cualquiera de los municipios asociados, de acuerdo con lo que determinen las relaciones de puestos de trabajo
.


· Las plantillas, relaciones de puestos de trabajo, oferta de empleo público y selección, de los mismos se ajustarán a la normativa básica estatal.


Por otra parte, los estatutos y, en su caso, reglamentos orgánicos, de estas mancomunidades deberán contemplar la situación en que queda su personal en caso de disolución de las mismas o de separación de un municipio
.


La jefatura superior de todo este personal corresponde al Presidente de la mancomunidad
; resultando la dependencia del mismo respecto a este último órgano tanto orgánica como funcional.      


Con independencia de lo anterior, entre la mancomunidad de interés general y los municipios asociados
 se podrá pactar la encomienda de gestión de determinadas actividades de carácter material, técnico o de servicios a realizar por el personal de la administración encomendante, a favor de la encomendada. A tal efecto las partes convinentes deberán suscribir convenio regulador de esta encomienda, debiendo contener, en todo caso, la referencia a la actividad/ es objeto de la misma, su alcance, horario de desempeño de las actividades, contraprestación económica a satisfacer por la parte beneficiada, así como su plazo de vigencia
.  


Criterios relativos a los funcionarios con habilitación de carácter estatal (artículo 54 LOSCyL).


La constitución de las mancomunidades de interés general y, en concreto de las de carácter rural, va suponer sin duda para esta clase de funcionarios de Administración Local un importante cambio en lo tocante a la ocupación efectiva de sus puestos de trabajo, cuando, según el apartado 1 de este artículo, se desempeñen:

· En las propias mancomunidades de interés general. 

· Dentro de ellas, en los puestos únicos sostenidos en común por varios municipios (agrupaciones).


Así, a partir de este momento los procedimientos para proveer estos puestos serán:


Los establecidos normativamente
, pero teniendo en cuenta las salvedades dispuestas en las Disposiciones adicionales novena y décima de la LOSCyL (desarrollo autonómico de normativa básica estatal).


Por otra parte, en el apartado 2 de este precepto, se prohíbe a la Administración de la Comunidad de Castilla y León eximir a estas mancomunidades de mantener los correspondientes puestos de funcionarios con habilitación estatal
.


 Y su apartado 3, determina, en el marco de la legislación básica del estado
, la necesidad de que todos los ayuntamientos de menos de 1.000 habitantes o (alternativamente) presupuesto anual inferior a 1.000.000€ que se incorporen a una mancomunidad de interés general lo hagan sosteniendo en común un puesto único de funcionario con habilitación de carácter estatal, que habrá de serlo con otros municipios colindantes que en su conjunto superen los límites expuestos; todo ello sin perjuicio del régimen transitorio establecido a este efecto, como veremos, en la Disposición adicional décima de la LOSCyL. 


Régimen de primera ocupación en destino definitivo de los puestos de funcionarios con habilitación estatal en las mancomunidades de interés general  (Disposición adicional novena de la LOSCyL).


► Establecimiento de los puestos, que se hará de dos maneras:

1. Mediante la modificación de los correspondientes puestos de las anteriores mancomunidades modificadas o disueltas (suprimidas o fusionadas) con las que coincida sustancialmente la nueva mancomunidad de interés general. A estos efectos, se entiende producida esta coincidencia cuando la mayoría de los municipios o de los ciudadanos de la mancomunidad anterior se han incorporado a la nueva de interés general
.  

2. En su defecto, mediante la modificación de alguno de los correspondientes puestos de los municipios que integran la mancomunidad de interés general.


► Primera ocupación en destino definitivo de los anteriores puestos:


Del puesto de la mancomunidad de interés general.

· Corresponderá al funcionario de carrera (obviamente, aquí habrá de excluirse a los funcionarios interinos) que tuviera con tal carácter (en propiedad) el puesto de la anterior mancomunidad modificada o extinguida (suprimida, fusionada) a fecha 31/12/12
. 
· En su defecto, cuando sea posible, se modificará el puesto de funcionario de carrera con destino definitivo de aquél de los municipios pertenecientes a la mancomunidad de interés general que tenga mejor derecho, pasando a ser el de esta mancomunidad
. 

Eficacia en el sostenimiento en común de un puesto único y primera ocupación en destino definitivo (Disposición adicional décima de la LOSCyL)  


► Para el cumplimiento (eficacia) de lo dispuesto en el artículo 54.3 de la LOSCyL, en el sentido, como vimos, de que todos los ayuntamientos de menos de 1.000 habitantes o con un presupuesto inferior a 1.000.000€ que sean  colindantes y se incorporen a una mancomunidad de interés general (a causa de modificación, desaparición  de su anterior mancomunidad etc.) sostengan en común un puesto de trabajo que supere estos límites, deberá procederse a realizar la correspondiente modificación de los actuales puestos de trabajo de los mismos
.  


El inicio del expediente de esta modificación será acordado de oficio por el órgano competente a tal efecto, dando audiencia a los municipios afectados y solicitándoles una propuesta de estatutos de la asociación
 para el sostenimiento en común del puesto único, debiendo comunicar su resolución, una vez adoptada, al ministerio competente en materia de administración local. 


No obstante, la eficacia del acuerdo adoptado
 en orden a la aprobación de esta asociación para sostenimiento en común del puesto de trabajo de la mancomunidad de interés general quedará demorada al momento en que no se vea afectado el derecho a su puesto definitivo que tuvieran los funcionarios con habilitación estatal titulares de los anteriores puestos modificados.   

A tal efecto:

· Así deberá hacerse constar por el órgano competente en el acto resolutorio de la constitución de la asociación, en el que se indicará que el último puesto que se mantenga cubierto por funcionario habilitado en destino definitivo será, a su vez, el nuevo puesto sostenido en común, quedando los demás, que paulatinamente vayan quedándose vacantes, extinguidos. Mientras se produzcan estas vacantes se establece a favor del funcionario de carrera en destino definitivo la reserva de su puesto sujeto a modificación.

· Se propondrá que estos puestos vacantes, debido a estar incursos en procesos de modificación de la plaza, no se incluyan en concursos de traslados, hasta que el proceso de reestructuración se haya concluido. 

· Y, en conclusión, cuando del conjunto de las plazas solo quede un funcionario de carrera con destino definitivo será al que se podrá (deberá, mejor nos parece) atribuir el destino definitivo en la plaza única de la asociación que se constituida.  

Reestructuración de los puestos de trabajo de funcionarios con habilitación de carácter estatal sostenidos en común (Disposición adicional decimoprimera de la LOSCyL)

- Nos hallamos ante una medida dirigida a este personal independiente de la reestructuración de sus puestos de trabajo con motivo de integrase voluntariamente los ayuntamientos de menos de 1.000 habitantes o de 1.000.000 de euros de presupuesto en las mancomunidades de interés general, según se regula, como hemos visto, en las Disposiciones adicionales novena y décima de la LOSCyL. No obstante, racionalizar el régimen de sus  puestos sostenidos en común, se supone facilitará el camino de esta reestructuración.

- Establece la Disposición comentada que en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley (22/10/13), es decir hasta el 22/10/14, los puestos de trabajo de funcionarios con habilitación de carácter estatal sostenidos en común por varios municipios (actuales agrupaciones) deberán reestructurarse de manera que los nuevos puestos atiendan a municipios con una población mínima conjunta de 500 habitantes o tengan un presupuesto anual global superior a 500.000€.
   

- El procedimiento para llevarse a cabo esta reestructuración será el previsto en la Disposición adicional novena. Es decir, según creemos, pues en este aspecto tampoco muestra claridad esta Disposición, consistirá en la modificación del puesto de trabajo sostenido en común (agrupación) que tenga mejor derecho, pasando a ser el nuevo puesto a sostener en común
.  Parece más lógico que, por contar con identidad de razón y preservar mejor el derecho al puesto de trabajo que indudablemente ostenta cada funcionario inmerso en esta reestructuración, la remisión se hubiera efectuado al procedimiento para cubrir el puesto único de funcionario habilitado en agrupaciones de más de 1.000 habitantes, dispuesto en la Disposición adicional décima de la LOSCyL. 

Personal auxiliar de apoyo al puesto de funcionario con habilitación de carácter estatal sostenido en común por municipios miembros de una mancomunidad de interés general (artículo 55 de la LOSCyL).

En el caso de la creación
 de un puesto de funcionario habilitado sostenido en común por varios ayuntamientos que se integre en una mancomunidad de interés general, será posible crear igualmente (entendemos que contemplándolo en los estatutos que regulen esta asociación intermunicipal), puestos de trabajo de auxiliar de apoyo al mismo, de la siguiente forma:  

· Deberá hacerse de acuerdo con la legislación del estado y en atención a las necesidades del servicio.

· Para ejercer funciones de carácter administrativo.

· Podrán estar sujetos a condiciones de movilidad (entendemos que dentro del ámbito de los ayuntamientos servidos en común por el funcionario con habilitación estatal).    
2.3.3.2 Régimen Económico Financiero.

La potestad tributaria y el presupuesto de las mancomunidades de interés general (artículo 56 de la LOSCyL).

- El ejercicio de la potestad tributaria y la aprobación, ejecución y liquidación del presupuesto de las mancomunidades interés general de acuerdo al apartado 1 de este precepto se regirán (como de otra manera ocurre con todas las entidades locales) por:

· Las disposiciones correspondientes de la normativa básica estatal.

· Los principios de estabilidad presupuestaria y suficiencia financiera
.

- Como especialidad, sin embargo, con referencia al presupuesto de las mancomunidades de interés general establecen los apartados 2 y 3 del mismo que:

· El contenido de su estado de ingresos indicará la distribución de los ingresos (aportaciones correspondientes) entre los municipios asociados por materias, competencias y funciones
.

· El contenido de su estado de gastos, indicará la distribución de las previsiones de los programas de gasto entre los municipios asociados en atención a las materias, competencias y funciones que cada ayuntamiento haya asignado a la mancomunidad, de acuerdo con los correspondientes criterios de reparto previstos en los estatutos. 


Aportaciones económicas de los municipios asociados a las mancomunidades de interés general (artículo 57).

Se regula ahora la necesidad de consignar estas aportaciones en los presupuestos diferenciadas por materias, competencias y funciones (asignadas para su prestación de forma asociada a estas mancomunidades). Para reforzar la anterior exigencia se dispone que el funcionario con habilitación estatal correspondiente (Interventor/ Secretario-Interventor) informe del cumplimiento de esta obligación con carácter previo a la adopción del acuerdo de aprobación definitiva (lo lógico, sin embargo, es que lo haga del de aprobación inicial) del presupuesto municipal. 

Igualmente se establece el mandato de que estas aportaciones sean realizadas en la forma y plazos determinados en los estatutos de la mancomunidad, y las otorga la consideración de pagos obligatorios de carácter preferente, pudiendo ostentar respecto a su cobranza estas mancomunidades las prerrogativas de la Hacienda Pública.   

Apoyo económico a las mancomunidades de interés general por otras administraciones (artículo 58).


Las líneas preferentes de financiación de estas mancomunidades, ahora se diferencian en dos:

· La primera, de carácter específico en la cooperación económica general, a establecer con carácter obligatorio dirigida a todas mancomunidades de interés general por la Consejería competente en Administración Local, según prevean sus presupuestos anuales.

· La segunda, sin carácter obligatorio, dirigida a las mancomunidades de interés general rurales dentro de la cooperación económica sectorial de la Junta de Castilla y León y Diputaciones Provinciales, que podrán establecer en sus ayudas el carácter preferente de estas mancomunidades para sus competencias, llegándose incluso a una financiación del 100%. 


Por otra parte, la financiación que la Administración de la Comunidad de Castilla y León pueda destinar a los planes provinciales de las Diputaciones, quedará condicionada a que una parte vaya destinada a las mancomunidades de interés general rurales, en los términos y cuantías que se establezcan en la correspondiente orden de la consejería competente en materia de administración local. 


Las antedichas líneas de financiación se completan con la prevista en la Disposición adicional decimosegunda de la LOSCyL para las mancomunidades de aguas. En nuestra opinión veríamos lógico también que junto a estas líneas preferentes se mantengan o doten las precisas para conceder a las mancomunidades que no lleguen a ser declaradas de interés general. 


Coordinación y garantía de eficiencia en el funcionamiento de las mancomunidades de interés general (artículo 59 LOSCyL).


La Administración de la Comunidad Autónoma de Castilla y León coordinará el funcionamiento de las mancomunidades de interés general, particularmente en:

· Materia de normalización de procedimientos técnicos y administrativos.

·  Creación de soportes de plataformas de administración electrónica homogéneas que faciliten la comunicación y cooperación interadministrativa. 


Y esta misma Comunidad en la forma contenida en la orden de la consejería competente en materia de administración local
, controlará respecto a estas mancomunidades:

· La acreditación, de que la gestión de cada una de sus competencias y funciones cumple con los principios de eficiencia, suficiencia financiera y no duplicidad administrativa. Principios a cuyo cumplimiento habrán de quedar condicionadas las ayudas que a estas mancomunidades conceda la Comunidad de Castilla y León, por sí o a través de los planes provinciales.

· El cumplimiento de los compromisos establecidos en materia de personal asumidos por las mancomunidades de interés general. 

3. La provincia en relación con las mancomunidades de interés general rurales.


3.1 Ámbito competencial de las provincias en relación con las mancomunidades de interés general rurales (artículos 46 y 47 de la LOSCyL).


Comienza diciendo el primero de estos artículos que las Diputaciones Provinciales ejercerán respecto de las mancomunidades de interés general rural las mismas competencias y funciones que, de acuerdo a la legislación básica de régimen local del Estado y LRLCyL, ejercen con relación a los ayuntamientos de menos de 20.000 habitantes 



A continuación enumera estas competencias mínimas y que, a fin de mostrarse de acuerdo con lo dispuesto en la normativa básica estatal, coinciden en lo esencial con las dispuestas para los Ayuntamientos en general en el artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril de Bases de Régimen Local (LBRL).
 


Por su situación dentro de la estructura de esta Ley, Título IV, que contiene, como sabemos, el régimen de las mancomunidades de interés general, podría parecer que este precepto y el que le sigue y completa se remiten exclusivamente a las mancomunidades de interés general (rurales). Pese a la ambigüedad de estos artículos entendemos que resultan aplicables al menos a los Ayuntamientos de menos de 20.000 habitantes  (aquellos que debido a sus características necesitan de un especial apoyo de estas Diputaciones). En todo caso resulta indiscutible que estas competencias las ostentan las Diputaciones en relación con estos pequeños y medianos municipios (y  resto de ellos en lo preciso), pues, según hemos indicado se las atribuye la LBRL.    


Brevemente, las competencias que tienen las Diputaciones respecto a las mancomunidades de interés general rurales y Ayuntamientos, son las siguientes:

· Propias


Con carácter general y mínimo:

· Coordinación y aseguramiento de servicios de competencia municipal, estableciendo los mecanismos de cooperación para ello. Con garantía, respecto a los municipios de menos de 20.000 habitantes, de la prestación por sí o asociados integral y adecuada de estos servicios. A tal fin, mediante los instrumentos legales precisos las Diputaciones Provinciales podrán ejercer las competencias y funciones de estos municipios
. Para garantizar la anterior prestación, las Diputaciones Provinciales en su ámbito funcional vendrán obligadas en todo caso: 1) A aprobar un plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia de los municipios y mancomunidades de interés general rural, de posible carácter plurianual, 2) Otorgar subvenciones y ayudas con cargo a fondos propios, a través de planes especiales.     

· Asistencia y cooperación jurídica, económica, técnica y material. Que se prestará a los municipios, especialmente a los de menor capacidad económica y de gestión, y a las mancomunidades de interés general rurales. En este ámbito, específicamente, se asistirá a los municipios
 en la garantía del desempeño de las funciones públicas necesarias, así como prestará apoyo en la selección y formación de su personal.   

· Prestación de servicios públicos supramunicipales.

· Cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación (en ambos casos en el territorio provincial).  


Con carácter sectorial:


Las que le resulten atribuidas por la legislación sectorial del Estado o Comunidad Autónoma.  

· Delegadas o transferidas. 


Por parte del Estado o Comunidad Autónoma. 


Señalar, por último, la posibilidad de que por la Comunidad Autónoma reglamentariamente se pormenoricen las funciones a ejercer por las Diputaciones Provinciales en el citado ámbito de sus competencias, así como se actualicen éstas.


3.2 Los consorcios provinciales (artículos 48, 49, 50, 51 y número 15 del Anexo de la LOSCyL).


Se trata de una clase de consorcio
 que se podrá constituir para la prestación de servicios públicos de ámbito local entre las mancomunidades de interés general (y excepcionalmente municipios de una misma provincia) y la Diputación Provincial, adscribiéndose a esta última. 


Gozarán de personalidad jurídica pública propia. Su régimen jurídico: orgánico, funcional y presupuestario, así como cartera de servicios locales a prestar, se determinará en los estatutos que se aprueben por los entes consorciados, los cuales deberán respetar lo dispuesto legalmente. Únicamente podrá constituirse un consorcio de estas características en el ámbito de cada provincia. 


Los órganos de decisión de estos consorcios estarán integrados por representantes de todas las entidades consorciadas conforme a la proporción que se fije en los estatutos, debiendo garantizarse la pluralidad política, institucional y territorial. Ante la falta de previsión estatutaria en este aspecto se estará a lo indicado en el artículo 49.4 de la LOSCyL.


Por último, en cuanto a los servicios de ámbito local que corresponden a estos consorcios provinciales, serán aquellos competencia de las Diputaciones Provinciales, municipios, o asignados a las mancomunidades de interés general rurales que se contemplan en el artículo 51.1, a saber:

· Residuos domésticos y comerciales no peligrosos.

· Micropolígonos industriales

· Otros que reglamentariamente se determinen. 


En el caso de que por un municipio se asignen estas competencias y funciones a una mancomunidad de interés general, porque así se establezca y concrete en sus estatutos, deberá hacerlo condicionando tal asignación a que finalmente se desarrollen por un consorcio provincial. Mientras ello no ocurra serán prestadas por los municipios (y no por la mancomunidad a la que se le han asignado de manera condicionada).


4. Conclusiones


De todo lo dicho con referencia a esta figura de las mancomunidades de interés general rurales, tan prolijamente tratada ahora con la LOSCyL, y que, como adelantamos, parece constituir una de sus más importantes apuestas, extraemos, para finalizar, las siguientes opiniones:


 1ª) Nos manifestamos en líneas generales de acuerdo con la regulación que esta norma hace de las mancomunidades de interés general (rurales). Con ella se retoma una institución del asociacionismo municipal bien pensada por la LRLCyL que, sin embargo, por los motivos que fueran, no se desarrolló como procedía, y podrá por fin lograrse racionalizar el mapa de las mancomunidades existentes en esta Comunidad Autónoma. Mancomunidades que pese a su excesivo número, defectos y disfuncionalidades, no se olvide, han ayudado a conseguir desde hace años que los pequeños Ayuntamientos de esta Comunidad presten los servicios obligatorios que legalmente les corresponden (u otros) a sus vecinos.


2ª) Además será posible llevar a cabo la constitución de estas mancomunidades de interés general rurales mediante una reestructuración de las existentes básicamente con carácter voluntario; bien es cierto que acompañada de medidas especiales de fomento que en principio no excluyen el mantenimiento de otras para las mancomunidades existentes que no deseen participar en este proceso. Se determina adecuadamente la representación de los municipios en estas mancomunidades de interés general rurales, así como la forma de participar en ellas (votaciones), remitiéndose en lo restante a sus estatutos; llegándose en defecto de regulación estatutaria en esta materia a disponer normas supletorias aplicables a tal efecto. Es oportuna también la fijación del régimen presupuestario de estas mancomunidades a fin de dotar de transparencia la participación económica que cada municipio ingrese en estas mancomunidades así como el gasto que en contraprestación se les destina por estas últimas. Con ello se permitirá apreciar mejor el cumplimiento de los principios de equilibrio presupuestario, suficiencia financiera etc. 


3ª) En cuanto al régimen de su personal vemos adecuado que se limiten (al menos temporalmente) los costes en este aspecto a que la constitución de estas entidades asociativas den lugar. En relación con los puestos desempeñados en ellas por funcionarios con habilitación estatal en las actuales mancomunidades y municipios, únicamente decir que parece lógico que necesiten reestructurarse, tanto para servir a las nuevas mancomunidades de interés general rurales que se constituyan, como para gradualmente poder prestarse en común de forma eficiente. Los derechos profesionales de estos últimos funcionarios apreciamos que se encuentran respetados en esta modificación, con las salvedades que hemos indicado en este trabajo. Igualmente, en este proceso de reestructuración del personal citado nos parece muy loable que se permita la creación de puestos administrativos auxiliares de los servidos en común por habilitados estatales; con ello, sin duda, se ayudará al mejor desempeño de sus funciones.


4ª) Respecto a las Diputaciones Provinciales, lógicamente, se respeta el papel que las otorga la LBRL en relación con los municipios, previéndose  ahora que de igual manera atiendan a las nuevas mancomunidades de interés general. Es acertada en general la posibilidad que se introduce de crear un consorcio provincial único entre Diputaciones, mancomunidades de interés general y, en su caso ayuntamientos, para la gestión de fines de trascendencia y ámbito provincial.    


5ª) En fin, las mancomunidades de interés general rurales pueden contribuir a que el funcionamiento y prestación de los servicios de los pequeños ayuntamientos se produzca de una manera más racional y sostenible económicamente que la actual, así como la gestión de su personal; y todo ello desde un prisma de carácter municipalista y pactado, con respeto de derechos adquiridos de este personal. No obstante, la regulación que hace la LOSCyL de esta entidad asociativa local adolece en algunos casos de falta de precisión y claridad, cuando no de un carácter ambiguo, fruto (tal vez) del consenso que se produjo a la hora de su aprobación. A ello se une su carácter voluntario (para acogerse a la misma) que reiteradamente manifiesta. Lo que en nuestra opinión solo permitirá su cumplimiento satisfactorio cuando previamente se desarrolle y aclare debidamente, así como resulten convencidos sus destinatarios: municipios y mancomunidades existentes (e incluso personal de ambos), de la conveniencia y utilidad de tomar parte activa en la reforma de la ordenación y estructura del régimen local en esta Comunidad Autónoma que esta norma propone.

En Salamanca a 26 de diciembre de 2013
El Secretario-Interventor del Servicio

 Jurídico de Asistencia a Municipios



Fdo. Francisco Sánchez Moretón. 

� Por su parte la Disposición adicional decimosegunda habla de las Mancomunidades de aguas.


� Número 12 del Anexo de la LOSCyL.


� Observamos que la regulación en este aspecto del artículo que comentamos es sustancialmente idéntica a la recogida por la LRLCyL para las mancomunidades en general. Parece que reiterándola se pretende dar énfasis a la voluntariedad de la pertenencia por los Ayuntamientos a las mancomunidades de interés general. 


� Que, según el artículo 42 de la LOSCyL y número 14 de su Anexo, serán aquellas surgidas de la asociación voluntaria entre los municipios con población superior a 20.000 habitantes y los de su entorno o Alfoz. Estos últimos municipios (de menos de 20.000 habitantes) podrán asociarse simultáneamente a una mancomunidad de interés general rural y a una urbana, siempre que se sea para ejercer diferentes competencias y funciones. Especialmente, estas mancomunidades de interés general urbanas, podrán incluir en sus estatutos aquellas competencias que se refieran a abastecimiento de agua, saneamiento y depuración  aguas residuales, transporte público intermunicipal de viajeros, seguridad ciudadana, protección civil y extinción de incendios, u otras que se concreten reglamentariamente.    


� Coincidentes con los previstos de manera genérica para las mancomunidades en el artículo 35.3 de la LRLCyL. En este precepto, no obstante, solo se enumeran estos órganos sin describir en consecuencia quienes y de que manera han de componerlos 


� Pese a que la LRLCyL, según hemos indicado, las contemplaba aún no se ha constituido ninguna mancomunidad de interés general en Castilla y León. Deberán, pues, empezar a crearse, de la forma que a continuación veremos, a partir de la entrada en vigor de la LOSCyL.


� Número 13 del Anexo de la LOSCyL.


� Definida en el artículo 4 y Anexo de la LOSTCyL, como el espacio que abarca municipios iguales o menores de 20.000 habitantes de una provincia, con contigüidad espacial y características similares, que cumpla alternativamente alguna de las siguientes reglas: en función del criterio de dispersión, si tiene una densidad menor de 15 habitantes por kilómetro cuadrado como mínimo agrupará  5 municipios; o de no ser así, en función del criterio de población, deberá contar con un mínimo de 5.000 habitantes, y, como máximo, de 30.000. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 de la LOSTCyL, deberá elaborarse en la forma que indica este precepto un mapa de las unidades básicas de ordenación rurales (también de las urbanas: cada uno de los municipios de Castilla y León con más de 20.000 habitantes, artículo 5 de esta Ley). Este mapa será aprobado mediante una norma con fuerza de ley, que precisara el apoyo de dos tercios de las Cortes de Castilla y León.


� En la forma y término previstos en el artículo 32.4 de la LRLCyL.


� Si bien no lo aclara este precepto, consideramos que la regla general de entender favorables estos informes, de no emitirse en el plazo de un mes, debe aplicarse también a los informes emitidos en este  procedimiento. Bien, porque de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 83.3 y 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJAPyPAC) no es posible considerarlos determinantes, bien, porque al menos, en el caso del de la Diputación se emite por Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento.        


� Interpretamos que desde que ha prosperado ésta, es decir, a partir de la fecha en que con los requisitos legales establecidos resulta aprobada por el último de las Corporaciones que se asocian.  


� La mención que se hace a este precepto, que trata sobre la adhesión o separación de miembros de las mancomunidades, nos permite pensar que el procedimiento de modificación a los efectos de declaración de interés general podría incluir incorporaciones de nuevos Ayuntamientos miembros o abandonos de otros mancomunados. 


� Y simultáneamente, para su constitución, parece que el procedimiento habrá de ser el previsto a tal efecto en el artículo 38 de la LOSCyL y artículos de la LRLCyL a los que remite, según hemos visto.


� Por lo que en nuestra opinión lo que parece que se determina en este precepto, al igual que ocurrirá en el caso de los procedimientos de constitución de mancomunidades de interés general (artículo 38 c) LOSTCyL), es que si en este plazo no se eleva para su declaración de interés general por la Consejería competente en materia de Administración Local, lo que procedería es declararlo finalizado por caducidad.    


� Interpretamos que esta disposición de salvaguarda se introduce para el caso de que el procedimiento de supresión de antiguas mancomunidades y creación de nueva mancomunidad de interés general no se tramite de manera simultánea. 


� De obligatoria constitución, a los efectos de la actuación corporativa de los miembros de las Corporaciones Locales, en todos los municipios, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local (LBRL) y 23 y siguientes del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF).  


� Lógicamente, una vez fijado el número de miembros que compondrán este Consejo, lo que necesariamente habrá de hacerse en los estatutos de la mancomunidad de interés general. 


� Entendemos que aquellos que no se refieran a la elección de Alcalde.


� En función, si la competencia es transferida o delegada por norma de la Comunidad de Castilla y León, del tramo poblacional que se recoge en el artículo 19.2 de la LOSCyL. 


� Exigencia que no rige respecto a las urbanas


� Consideramos que sin duda se refiere a las previstas como competencias municipales (que se asignarán  a estas mancomunidades) en los artículos 25 y 26 de la LBRL así como 20.1 de la LRLCyL.


� Leyes de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio.


� Habrá que entender que de cada una de las mancomunidades de interés general a que pertenezcan.  


� Parece que este supuesto se refiere a cuando el personal de la mancomunidad preste sus servicios en él.


� En concordancia con lo dispuesto para el Alcalde en el artículo 21.1 h) de la LBRL.


� O viceversa, según interpretamos.


� Todo ello en los términos del artículo 15 de la LRJAPyPAC.


� Provisión por concurso de méritos, con dos clases ordinario y unitario, que se contempla en los artículos 10 al 26 del Capítulo IV del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional (RPFHN).


� Al no distinguir, entendemos que se está refiriendo tanto a los puestos de las mancomunidades como a los de las agrupaciones integradas en ellas. 


� Artículo 3 del RPFHN, Agrupaciones.


� Obsérvese en este supuesto se exige una mayoría diferente, inferior, a la pedida para que se produzca esta coincidencia en el caso de la constitución de una mancomunidad de interés general, como vimos.    


� Sea cual sea el motivo de fijar esta fecha (tal vez evitar nombramientos en las mancomunidades existentes de última hora, lo cual, por otra parte, no está prohibido legalmente) nos hubiera parecido más lógico simplemente indicar que corresponderá este puesto a quien lo ocupe definitivamente en la mancomunidad modificada o extinguida en el instante de que esta circunstancia acaezca. De la forma en que se hace parece que se da preferencia a quien ocupa el puesto en una fecha pasada, sin saber si se va a producir la modificación o supresión de la mancomunidad cuyo puesto ocupa y, lo que es más grave, si se mantendrá en el mismo cuando ello ocurra y se reconvierta al de una mancomunidad de interés general.     


� Se presentan dudas. Dos principales: ¿cómo ha de entenderse el mejor derecho del puesto de trabajo municipal del funcionario habilitado?; ¿será obligatorio, como así parece desprenderse del tenor literal del precepto, que el funcionario que ocupe este puesto con mejor derecho atienda las funciones reservadas a habilitados de la nueva mancomunidad de interés general?    	


� Al hablarse de puestos de trabajo de los ayuntamientos parece que se hace abstracción de que éstos se presten de manera independiente o agrupada; en consecuencia no se toma en cuenta la posible existencia de agrupaciones que en la práctica habrán de considerarse sin efectos cuando los municipios de las características antedichas se integren en las mancomunidades de interés general. 


� Ahora no se habla de agrupación. Solo es posible entender este cambio si se hace para diferenciar estas asociaciones que surjan de las agrupaciones para sostenimiento de secretario contempladas,  según vimos, en el artículo 3 del RFHN, que puedan subsistir.


� Sin afectar, por ello, a su validez legal.


� De nuevo nos surgen dudas ante la redacción de este precepto: ¿los ayuntamientos no agrupados menores de 500 habitantes o con presupuesto inferior a 500.000€, deberán también agruparse? Desde nuestro punto de vista la contestación debe ser afirmativa, si, como creemos, la intención del legislador con esta medida, según hemos indicado, es la de buscar que no exista ningún puesto de trabajo reservado a funcionario con habilitación estatal por debajo de los anteriores límites. 


� Las inmediatas preguntas que cabe hacerse son las siguientes: ¿cómo ha de entenderse en este caso el mejor derecho del puesto de trabajo municipal del funcionario habilitado?; ¿deberán con motivo de esta reestructuración aprobarse los correspondientes procedimientos de modificación de agrupaciones o disolución de éstas en su caso? En este último supuesto nos inclinamos a pensar que sí, pues en lo no afectado por esta Disposición, deberá entenderse vigente el artículo 3 del RPFHN, tantas veces citado.     


� Con las características y fruto del proceso de reestructuración indicado en las Disposiciones adicionales novena y décima de las LOSCyL.


� Con categoría constitucional actualmente.


� Definidas en los números 9 (materia), 10 (competencia) y 11 (función) del Anexo de la LOSCyL, como la primera, segunda y tercera distribución funcional y objetiva de la actuación administrativa  respectivamente; es decir por sectores (materia), ámbitos de actuación dentro de estos sectores (competencia)  y conjunto de servicios y actividades dentro de la competencia (función). 


� Que podrá tomar en consideración también los estándares que, de existir, pudiera fijar la legislación básica del estado para sus evaluaciones. 


� La LRLCyL, no contempla en su texto las competencias de las Diputaciones Provinciales.


� Posibilidad no desdeñable y que merece atención, pues hasta ahora eran solamente las Comunidades Autónomas las llamadas a desempeñar los servicios mínimos municipales cuando sus titulares no lo hicieran;  si bien, para ello, debía mediar solicitud previa de desistimiento del cumplimiento de tales servicios (artículo 26.2 de la LBRL).  


� Y mancomunidades de interés general cuando lo precisen, según interpretamos.


� Entidad local (pues todos sus miembros a su vez son entidades locales) asociativa de naturaleza voluntaria para la realización de actuaciones o actividades conjuntas y la consecución de fines de interés común   
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